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I 

INTRODUCCIÓN DE LA CAUSA 
 
1. El 24 de febrero de 2005, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 
50 y 61 de la Convención Americana, la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos (en adelante “la Comisión” o “la Comisión Interamericana”) sometió ante 
la Corte una demanda en contra de la República Bolivariana de Venezuela (en 
adelante “el Estado” o “Venezuela”), la cual se originó en la denuncia número 
11.699, recibida en la Secretaría de la Comisión el 12 de noviembre de 1996.  
 
2. La Comisión presentó la demanda en este caso con el objeto de que la Corte 
decidiera si el Estado violó los derechos consagrados en los artículos 4 (Derecho a 
la Vida) y 5 (Derecho a la Integridad Personal) de la Convención Americana, en 
relación con la obligación establecida en el artículo 1.1 (Obligación de Respetar los 
Derechos) de la misma, en perjuicio de los reclusos que supuestamente fallecieron 
en un operativo ejecutado el 27 de noviembre de 1992 en el Retén e Internado 
Judicial de “los Flores de Catia” (en adelante “el Retén de Catia”). A su vez, la 
Comisión solicitó a la Corte que declarara que el Estado violó los derechos 
consagrados en los artículos 8 (Garantías Judiciales) y 25 (Protección Judicial) de la 
Convención Americana, en relación con la obligación establecida en el artículo 1.1 
(Obligación de Respetar los Derechos) de la misma, en perjuicio de las presuntas 
víctimas y sus familiares. Finalmente, la Comisión solicitó a la Corte Interamericana 
que declarara a Venezuela responsable por el incumplimiento de la obligación 
general establecida en el artículo 2 de la Convención Americana, por no suprimir de 
su legislación las disposiciones que atribuyen a los tribunales militares competencia 
para investigar violaciones de derechos humanos y por no haber desarrollado 
políticas tendientes a reformar el sistema penitenciario. 
 
3. La demanda se refiere a la presunta ejecución extrajudicial de 37 reclusos 
del Retén de Catia, ubicado en la ciudad de Caracas, Venezuela, la madrugada del 
27 de noviembre de 1992. Estos hechos habrían ocurrido después de un segundo 
intento de golpe militar en Venezuela, el cual habría originado una agitación al 
interior del citado retén. Presuntamente, los guardias del centro penitenciario y 
tropas del Comando Regional 5 de la Guardia Nacional y de la Policía Metropolitana 
intervinieron masivamente, con uso desproporcionado de la fuerza y disparando 
indiscriminadamente a la población reclusa. Las versiones de los hechos de algunos 
sobrevivientes cuentan que los guardias del Retén abrieron las puertas de las 
celdas anunciando a los reclusos que quedaban en libertad, esperaron la salida de 
los internos y dispararon contra ellos. También se alegó que los reclusos vivían en 
condiciones de detención inhumanas. 

 

[…] 
II 

COMPETENCIA 
[…] 
 

III 



PROCEDIMIENTO ANTE LA COMISIÓN  
[…] 

IV 
PROCEDIMIENTO ANTE LA CORTE  

[…] 
 

V 
CONSIDERACIONES PREVIAS 

[…] 
 
VI 

RECONOCIMIENTO DE RESPONSABILIDAD INTERNACIONAL 
 

[…] 
i) Allanamiento del Estado en cuanto a las pretensiones de derecho. 

 
52. La Corte considera pertinente admitir el reconocimiento de responsabilidad 
internacional efectuado por el Estado por la violación de los derechos consagrados 
en los artículos 4.1 (Derecho a la Vida), y 5.1, 5.2 y 5.4 (Derecho a la Integridad 
Personal) de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, 
en perjuicio de las 37 personas señaladas en el párrafo 60.26 de la presente 
Sentencia, por el uso desproporcionado de la fuerza del que fueron víctimas, por las 
condiciones de detención a las que fueron sometidas durante el tiempo de reclusión 
en el Retén de Catia, y por la falta de clasificación entre procesados y condenados. 
 
53. Asimismo, este Tribunal admite el reconocimiento de responsabilidad 
realizado por el Estado por la violación de los derechos consagrados en los artículos 
5.1 (Derecho a la Integridad Personal), 8.1 (Garantías Judiciales) y 25 (Protección 
Judicial) de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, 
en perjuicio de los familiares de las víctimas, quienes se encuentran 
individualizados en el párrafo 60.26 de la presente Sentencia, por los sufrimientos 
que padecieron, por la falta de debida diligencia en el proceso de investigación de 
los hechos y por los obstáculos que tuvieron para acceder a los expedientes 
judiciales internos. 
 
54. Finalmente, la Corte admite el reconocimiento de responsabilidad realizado 
por el Estado por el incumplimiento de la obligación impuesta por el artículo 2 de la 
Convención Americana, por no suprimir de su legislación las disposiciones que 
atribuyen a los tribunales militares competencia para investigar violaciones a 
derechos humanos cometidas por la Guardia Nacional, y por no haber desarrollado 
políticas tendientes a reformar el sistema penitenciario para profesionalizarlo, con 
el fin de garantizar la seguridad en dichos establecimientos. 
 
55. En cuanto a la alegada violación del derecho a la verdad, la Corte estima que 
éste no es un derecho autónomo consagrado en los artículos 8, 13, 25 y 1.1 de la 
Convención, como fuera señalado por los representantes, y por lo tanto no 
homologa el reconocimiento de responsabilidad del Estado en este punto. El 
derecho a la verdad se encuentra subsumido en el derecho de la víctima o sus 
familiares a obtener de los órganos competentes del Estado el esclarecimiento de 
los hechos violatorios y las responsabilidades correspondientes, a través de la 
investigación y el juzgamiento efectivo de los responsables1. 
 

                                                 
1  Cfr. Caso Masacre de Pueblo Bello. Sentencia de 31 de enero de 2006. Serie C No. 140, 
párr. 219; Caso Blanco Romero y otros, supra nota 3, párr. 62, y Caso de las Hermanas Serrano Cruz, 
Sentencia de 1 de marzo de 2005. Serie C No. 120, párr. 62.  

 



iv) Allanamiento del Estado en cuanto a las pretensiones sobre 
reparaciones 

 
56. La Corte considera que debe admitirse el allanamiento del Estado en cuanto 
a las pretensiones sobre reparaciones presentadas por la Comisión Interamericana 
y los representantes, las cuales se encuentran detalladas en el Capítulo XI de la 
presente Sentencia. 
 

* 
 

57. La Corte considera que el reconocimiento de responsabilidad internacional 
efectuado por el Estado durante el procedimiento ante este Tribunal constituye un 
avance importante al desarrollo de este proceso y a la vigencia de los principios que 
inspiran la Convención Americana.  
 
58. El reconocimiento de los hechos y allanamiento que efectuó Venezuela en 
relación con las pretensiones sobre el fondo y las reparaciones de la Comisión 
Interamericana y de los representantes constituye sin duda uno de los más amplios 
de los que se tenga noticia en el Tribunal Interamericano. Si bien no subsisten 
contiendas sobre dichos hechos y las respectivas pretensiones y pruebas aportadas 
por las partes demandantes, la Corte considera acertado, como lo ha hecho en 
otros casos2, en atención a la memoria histórica y como una forma de reparación, 
abrir la siguiente sección, en la cual se resumen las declaraciones de los testigos y 
peritos rendidas en este caso (infra  párr. 59). Posteriormente, la Corte procederá a 
establecer los hechos del presente caso (infra párr. 60) y a precisar ciertas 
violaciones a los artículos 4, 5, 8, 25, 1.1 y 2 de la Convención que han sido 
reconocidas por el Estado (infra Capítulos VIII, IX y X), para lo cual no resumirá las 
alegaciones de las partes, en la inteligencia de que las mismas fueron aceptadas 
por el Estado. 
 

[…] 
VII 

HECHOS ESTABLECIDOS 
 

 

60. De conformidad con el reconocimiento de responsabilidad internacional 
realizado por el Estado (supra párr. 51), la Corte da por establecidos los siguientes 
hechos: 
 

a) Del contexto de los hechos 
 
60.1. Los hechos del presente caso se desarrollaron en el marco de una situación 
de extrema inestabilidad política. El 27 de noviembre de 1992 se produjo el 
segundo intento de golpe de Estado contra el gobierno del entonces Presidente 
Carlos Andrés Pérez. El alzamiento fue llevado a cabo por parte de un grupo cívico-
militar conformado por altos oficiales de las cuatro ramas de las Fuerzas Armadas y 
varios civiles opositores al Gobierno. 
 
60.2. La ciudad de Caracas fue particularmente afectada por el intenso bombardeo 
al que fue sometida, cuyos blancos específicos fueron el Palacio de Miraflores, el 
Helicoide y la Comandancia de Policía. Los disturbios se extendieron por amplios 
sectores de la ciudad. La insurrección fue controlada por el Gobierno el mismo día 

                                                 
2  Cfr. Caso de la “Masacre de Mapiripán”. Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 
134, párr. 69, y Caso Masacre Plan de Sánchez. Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana sobre 
Derechos Humanos). Sentencia de 19 de noviembre de 2004. Serie C No. 116. 

 



27 de noviembre de 1992, provocando la rendición de los involucrados, su huída y 
el posterior asilo en Perú de cerca de un centenar de los alzados. 
 

b) Del “Retén e Internado Judicial de Los Flores de Catia" 
 
[…] 
 
60.4 El establecimiento tenía originalmente una capacidad máxima para albergar 
600 internos, la cual se amplió a 900, pero en realidad alojaba a más del cuádruple. 
El tráfico de drogas, armas y licores, la violencia y los maltratos eran usuales.  
 
60.5. Inicialmente, fue concebido como un centro de detención provisional en el 
cual serían internadas las personas incursas en la comisión de hechos delictivos 
comunes, cuya causa estaría siendo conocida por los tribunales penales ordinarios. 
Sin embargo, en virtud del incremento del auge delictivo y la insuficiencia de 
centros carcelarios, el retén empezó a ser utilizado como cárcel, alojando una 
población penal superior a las 2.000 personas no clasificadas por categorías. 
 
[…] 
 

c) De las condiciones de detención en el Retén de Catia 
 

60.7. Las condiciones carcelarias del Retén de Catia se enmarcaban dentro de la 
problemática penitenciaria en Venezuela. Al lado del uso extendido de la privación 
de libertad, la crisis del sistema penitenciario venezolano obedecía, adicionalmente, 
a otras razones, tales como la falta de celeridad procesal, el hacinamiento, la 
infraestructura penitenciaria inadecuada, la escasez y falta de preparación del 
personal penitenciario y la imposibilidad práctica de proporcionar un tratamiento 
adecuado de rehabilitación del delincuente al carecerse de personal técnico 
especializado. 
 
60.8. En el año 1992 en el Retén de Catia se vivió una situación caracterizada por 
huelgas de hambre por las condiciones carcelarias, muertes y desapariciones de 
reclusos, hechos de fuga y motines, que tuvieron como resultados personas 
heridas. […] 
 
60.9. El hacinamiento era un factor importante propiciador de la violencia en el 
Retén de Catia, ya que los presos luchaban entre ellos para obtener un espacio vital 
mínimo propio. […] Las autoridades no tenían datos consolidados o confiables sobre 
el número o situación judicial de las personas recluidas en este centro de 
internamiento. […] 
 
[…] 
 
60.12. Las personas privadas de libertad en el Retén de Catia, incluidas en ellas las 
víctimas del presente caso, recibían mala alimentación, no tenían acceso a 
condiciones sanitarias mínimas y adecuadas, y no recibían una debida atención en 
salud. […] 
 
60.13. Los vejámenes sufridos por los internos no sólo eran comunes, sino 
ampliamente conocidos por las autoridades carcelarias y de justicia. No obstante, el 
Retén de Catia fue mantenido en las mismas condiciones precarias hasta el 
momento de su demolición. 
 
[…] 
 



60.15. En relación con el personal penitenciario, el mismo era, además de 
insuficiente, ineficiente por falta de preparación técnica. Esto repercutía 
negativamente en una ausencia de seguridad en las prisiones. Los vigilantes 
penitenciarios eran mal pagados, no estaban capacitados y por lo tanto eran 
susceptibles de incurrir en actos de corrupción. Como ocurrió en el Retén de Catia, 
ante la ausencia de suficiente personal civil, se necesitó solicitar el apoyo de 
funcionarios militares, específicamente de la Guardia Nacional, para controlar a la 
población penitenciaria. […] 
 

d)  De los sucesos acaecidos al interior y en los alrededores del “Retén e 
Internado Judicial de Los Flores de Catia” entre el 27 y 29 de 
noviembre de 1992  

 
[…] 
 
60.18. Mas allá de las dos versiones sobre los acontecimientos que originaron la 
violencia, en el transcurso de las 48 horas en que ocurrieron los sucesos dentro del 
Retén de Catia se produjo la muerte de aproximadamente 63 reclusos, entre ellos 
las 37 víctimas del presente caso (infra párr. 60.26), 52 heridos y 28 
desaparecidos. Las investigaciones adelantadas por las autoridades no han podido 
establecer la cifra total de las víctimas, y los informes al respecto son 
fragmentarios, confusos y contradictorios.  
 
60.19. Es innegable que la situación se manejó con la intervención masiva de la 
Guardia Nacional y la Policía Metropolitana, quienes dispararon indiscriminadamente 
contra los internos utilizando armas de fuego y gases lacrimógenos. […] 
 
60.20. En varios de los protocolos de autopsia referidos a los cadáveres 
encontrados en el Retén de Catia, la trayectoria de las heridas evidenciaban que 
algunos de los reclusos fueron ejecutados por la espalda o el costado. 
 
60.21. El Estado no adoptó las medidas necesarias para garantizar de manera 
oportuna y eficaz los procedimientos y medicinas necesarios para la atención de las 
personas heridas a consecuencia de los hechos. 
 
60.22. La actuación de la Guardia Nacional, así como de la Policía Metropolitana y la 
Guardia carcelaria durante las primeras 24 horas de ocurrencia de los hechos no 
fue verificada por ninguna autoridad civil. A las autoridades del Ministerio Público 
que acudieron a las instalaciones del Retén les fue impedido el ingreso por la 
Guardia Nacional, aduciendo falta de seguridad. 
 
60.23. Entre el 28 y 29 de noviembre de 1992 cientos de reclusos fueron 
trasladados del Retén de Catia a la Penitenciaría General de Venezuela (Guárico), al 
Internado Judicial Capital El Rodeo (Guatire) y al Centro Penitenciario de Carabobo 
(Valencia). Los traslados se efectuaron sin informar a los familiares de los internos 
sobre su paradero. 
 
60.24. Los familiares de los internos trasladados desconocían no solo su paradero, 
sino su estado. Previamente, las autoridades mantuvieron a los internos por varias 
horas en los patios del Retén, obligándolos a permanecer desnudos y en posiciones 
incómodas.  
 
60.25. Los diversos reportes oficiales no determinaron con exactitud el número de 
reclusos trasladados. Por ende, tampoco fue posible determinar cuántos internos 
fueron desaparecidos.  
 
[…] 



 
60.29. Las acciones cumplidas por las autoridades venezolanas en el curso de la 
investigación de los hechos no han sido suficientes para el debido esclarecimiento 
de la verdad histórica, la determinación de responsabilidades y condena de los 
responsables de la masacre del Retén de Catia. En una primera etapa, la 
investigación tuvo múltiples inconvenientes ocasionados por la falta de colaboración 
de la fuerza pública y las autoridades carcelarias en la recopilación y custodia de 
pruebas esenciales. En una segunda etapa, las autoridades judiciales encargadas de 
dirigir la investigación demostraron negligencia para cumplir con su deber y obtener 
resultados serios. 

f) Trámite ante la Justicia Ordinaria 

[…] 
 
60.33. De esta manera, el Juzgado Vigésimo Noveno decidió que "no exis[tía] ni un 
solo elemento que comprome[tiera] la culpabilidad y responsabilidad penal de 
alguno de los funcionarios" y por tanto ordenó "mantener abierta la […] 
averiguación". 
 
60.34. El 19 de agosto de 1994 el Juzgado Vigésimo Noveno de Primera Instancia 
remitió el expediente a la División contra Homicidios del Cuerpo Técnico de Policía 
Judicial para que prosiguiera la investigación. Esta decisión no pudo ser recurrida 
por los familiares de las víctimas, pues se les impidió el acceso y en consecuencia la 
participación en el proceso. A partir de esta decisión, las actividades investigativas 
se suspendieron y ninguna autoridad judicial valoró el material probatorio existente 
u ordenó la práctica de pruebas adicionales. Actualmente la investigación reposa en 
la Fiscalía Sexagésima Octava del Área Metropolitana en fase de investigación 
preliminar bajo el número de expediente No. 4582.  
 
[…] 
 

VIII 
VIOLACIÓN DE LOS ARTÍCULOS 4 (DERECHO A LA VIDA) Y 5 (DERECHO A LA INTEGRIDAD 
PERSONAL) DE LA CONVENCIÓN AMERICANA, EN RELACIÓN CON EL ARTÍCULO 1.1 DE LA 

MISMA 
[…] 
 
A) Del uso de fuerza por parte de miembros de cuerpos de seguridad 
 

i) Principios generales sobre el derecho a la vida 
 
63. El derecho a la vida es un derecho humano fundamental, cuyo goce pleno es 
un prerrequisito para el disfrute de todos los demás derechos humanos3. De no ser 
respetado, todos los derechos carecen de sentido. En razón de dicho carácter, no 
son admisibles enfoques restrictivos del mismo4. De conformidad con el artículo 
27.2 de la Convención este derecho forma parte del núcleo inderogable, pues se 
encuentra consagrado como uno de los derechos que no puede ser suspendido en 
casos de guerra, peligro público u otras amenazas a la independencia o seguridad 
de los Estados Partes5. 
 

                                                 
3  Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 3, párr. 82; Caso Comunidad indígena Sawhoyamaxa. Sentencia de 29 de 
marzo de 2006. Serie C No. 146, párr. 150, y Caso de la Masacre de Pueblo Bello, supra nota 6, párr. 120. 
4 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 3, párr. 82; Caso Comunidad indígena Sawhoyamaxa, supra nota 120, párr. 150, 
y Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros). Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63, 
párr. 144.  
5 Cfr. Caso Baldeón García. supra nota 3, párr. 82; Caso Comunidad indígena Sawhoyamaxa, supra nota 120, párr. 150,  
y Caso de la Masacre de Pueblo Bello, supra nota 6, párr. 119. 



64. En virtud de este papel fundamental que se le asigna en la Convención, los 
Estados tienen la obligación de garantizar la creación de las condiciones necesarias 
para que no se produzcan violaciones de ese derecho inalienable, así como el deber 
de impedir que sus agentes, o particulares, atenten contra el mismo6[…] 
 
65. La Corte ha señalado en su jurisprudencia que el cumplimiento de las 
obligaciones impuestas por el artículo 4 de la Convención Americana, relacionado 
con el artículo 1.1 de la misma, no sólo presupone que ninguna persona sea 
privada de su vida arbitrariamente (obligación negativa), sino que además requiere, 
a la luz de su obligación de garantizar el pleno y libre ejercicio de los derechos 
humanos, que los Estados adopten todas las medidas apropiadas para proteger y 
preservar el derecho a la vida (obligación positiva) de quienes se encuentren bajo 
su jurisdicción7. 
 
66. En razón de lo anterior, los Estados deben adoptar las medidas necesarias 
para crear un marco normativo adecuado que disuada cualquier amenaza al 
derecho a la vida; establecer un sistema de justicia efectivo capaz de investigar, 
castigar y dar reparación por la privación de la vida por parte de agentes estatales 
o particulares8; y salvaguardar el derecho a que no se impida el acceso a las 
condiciones que garanticen una existencia digna9. De manera especial los Estados 
deben vigilar que sus cuerpos de seguridad, a quienes les está atribuido el uso de 
la fuerza legítima, respeten el derecho a la vida de quienes se encuentren bajo su 
jurisdicción. 
 
ii) El derecho del individuo a no ser víctima del uso desproporcionado de la 
fuerza y el deber del Estado de usar ésta excepcional y racionalmente  
 
67. El uso de la fuerza por parte de los cuerpos de seguridad estatales debe 
estar definido por la excepcionalidad, y debe ser planeado y limitado 
proporcionalmente por las autoridades. En este sentido, el Tribunal ha estimado 
que sólo podrá hacerse uso de la fuerza o de instrumentos de coerción cuando se 
hayan agotado y hayan fracasado todos los demás medios de control10.  
 
68. En un mayor grado de excepcionalidad se ubica el uso de la fuerza letal y las 
armas de fuego por parte de agentes de seguridad estatales contra las personas, el 
cual debe estar prohibido como regla general. Su uso excepcional deberá estar 
formulado por ley, y ser interpretado restrictivamente de manera que sea 
minimizado en toda circunstancia, no siendo más que el “absolutamente necesario” 
en relación con la fuerza o amenaza que se pretende repeler11. Cuando se usa 
fuerza excesiva toda privación de la vida resultante es arbitraria. 

                                                 
6  Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 3, párr. 83; Caso Comunidad indígena Sawhoyamaxa, supra nota 120, párr. 151, 
y Caso de la Masacre de Pueblo Bello, supra nota 6, párrs. 120. 
7 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 3, párr. 84; Caso Comunidad indígena Sawhoyamaxa, 
supra nota 120, párr. 120, y Caso de la Masacre de Pueblo Bello, supra nota 6, párr. 120. 

 
8 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 3, párr. 85; Caso Comunidad indígena Sawhoyamaxa, supra nota 120, párr. 153, 
y Caso de la Masacre de Pueblo Bello, supra nota 6, párr. 120.  
9 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 3, párr. 85; Caso de la Comunidad indígena Yakye Axa. Sentencia de 17 de junio 
de 2005. Serie C No. 125, párr. 161, y Caso “Instituto de Reeducación del Menor”. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. 
Serie C No. 112, párrs. 152 y 153. 
 
10  Cfr. Caso del Centro Penitenciario Regional Capital Yare I y II. Medidas Provisionales. Resolución de la Corte de 30 de 
marzo de 2006, considerando décimo quinto, e Internado Judicial de Monagas (La Pica). Medidas Provisionales. Resolución 
de la Corte de 9 de febrero de 2006, considerando décimo séptimo. 
11  Cfr. ECHR, Case of Erdogan and Others v. Turkey. Judgment of 25 April 2006. Application 
No. 19807/92, para. 67; ECHR, Case of Kakoulli v. Turkey. Judgment of 22 November 2005. Application 
No. 38595/97, para. 107-108; ECHR, Case of McCann and Others v. the United Kingdom. Judgment of 
27 September 1995. Series A No. 324, paras. 148-150 and 194; Código de Conducta para Oficiales de 
Seguridad Pública adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas, resolución 34/169, del 17 
de diciembre de 1979, artículo 3. 



 
69. Según los Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de 
Fuego por parte de Oficiales Encargados de Hacer Cumplir la Ley12, las armas de 
fuego podrán usarse excepcionalmente en caso de “defensa propia o de otras 
personas, en caso de peligro inminente de muerte o lesiones graves, o con el 
propósito de evitar la comisión de un delito particularmente grave que entrañe una 
seria amenaza para la vida, o con el objeto de detener a una persona que 
represente ese peligro y oponga resistencia a su autoridad, o para impedir su fuga, 
y sólo en caso de que resulten insuficientes medidas menos extremas para lograr 
dichos objetivos. En cualquier caso, sólo se podrá hacer uso intencional de armas 
letales cuando sea estrictamente inevitable para proteger una vida.”  
  
70. Como lo ha señalado en ocasiones anteriores, esta Corte reconoce la 
existencia de la facultad, e incluso, la obligación del Estado de garantizar la 
seguridad y mantener el orden público, en especial dentro de las cárceles13. Centros 
penitenciarios como el Retén de Catia, donde el tráfico de armas y drogas, la 
formación de bandas y la subcultura de violencia se intensifican bajo la mirada 
pasiva del Estado requieren del constante resguardo de la seguridad y vida de los 
internos y funcionarios que allí trabajan. Sin embargo, el Estado no puede 
desbordar el uso de la fuerza con consecuencias letales para los internos en centros 
penitenciarios justificándose en la sola existencia de la situación antes descrita. Lo 
contrario sería absolver al Estado de su deber de adoptar acciones de prevención y 
de su responsabilidad en la creación de esas condiciones. 
 
71. Es claro que las medidas a adoptarse por el Estado deben priorizar un 
sistema de acciones de prevención, dirigido, inter alia, a evitar el tráfico de armas y 
el aumento de la violencia, a un sistema de acciones de represión.  
 
[…] 
 
iii)  Creación de un marco normativo que regule el uso de la fuerza 
 
75. Tal como se señaló en el párrafo 66 de la presente Sentencia, los Estados 
deben crear un marco normativo adecuado que disuada cualquier amenaza del 
derecho a la vida. De allí que la legislación interna debe establecer pautas lo 
suficientemente claras para la utilización de fuerza letal y armas de fuego por parte 
de los agentes estatales. Siguiendo los “Principios sobre el empleo de la fuerza y de 
las armas de fuego por los funcionarios encargados de hacer cumplir la Ley”, las 
normas y reglamentaciones sobre el empleo de armas de fuego por los funcionarios 
encargados de hacer cumplir la ley deben contener directrices que: a) especifiquen 
las circunstancias en que tales funcionarios estarían autorizados a portar armas de 
fuego y prescriban los tipos de armas de fuego o municiones autorizados; b) 
aseguren que las armas de fuego se utilicen solamente en circunstancias 
apropiadas y de manera tal que disminuya el riesgo de daños innecesarios; c) 
prohíban el empleo de armas de fuego y municiones que puedan provocar lesiones 
no deseadas o signifiquen un riesgo injustificado; d) reglamenten el control, 
almacenamiento y distribución de armas de fuego, así como los procedimientos 
para asegurar que los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley respondan 
de las armas de fuego o municiones que se les hayan entregado; e) señalen los 

                                                                                                                                               
 
12  Cfr. Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por parte de Oficiales Encargados de Hacer 
Cumplir la Ley, adoptado por el Octavo Congreso de las Naciones Unidas para la Prevención del Delito y el Tratamiento de 
los Delincuentes, La Habana, Cuba, 27 de agosto a 7 de septiembre de 1990, Principio 9. 
 
13 Cfr. Caso del Centro Penitenciario Regional Capital Yare I y II, supra nota 128, considerando 
décimo quinto; Internado Judicial de Monagas (La Pica), supra nota 128, considerando décimo séptimo, 
y Caso Neira Alegría y otros. Sentencia de 19 de enero de 1995. Serie C No. 20, párr. 75.  



avisos de advertencia que deberán darse, siempre que proceda, cuando se vaya a 
hacer uso de un arma de fuego, y f) establezcan un sistema de presentación de 
informes siempre que los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley recurran 
al empleo de armas de fuego en el desempeño de sus funciones. 
 
76. La legislación venezolana sobre el uso de la fuerza por autoridades estatales 
vigente al momento de los hechos carecía de las especificaciones mínimas que 
debía contener14. Las características de los hechos de este caso revelan que los 
cuerpos armados y los organismos de seguridad del Estado no estaban preparados 
para encarar situaciones de perturbación del orden público mediante la aplicación 
de medios y métodos respetuosos de los derechos humanos.  

 
iv) Capacitación y entrenamiento a los agentes estatales en el uso de la fuerza 
 
 
77. Una adecuada legislación no cumpliría su cometido si, entre otras cosas, los 
Estados no forman y capacitan a los miembros de sus cuerpos armados y organismos 
de seguridad sobre los principios y normas de protección de los derechos humanos y 
sobre los límites a los que debe estar sometido, aun bajo los estados de excepción, el 
uso de las armas por parte de los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley15. 
En efecto, la Corte Europea de Derechos Humanos ha señalado que la cuestión de si 
debería recurrirse al uso de armas de fuego y en qué circunstancias, debe decidirse 
sobre la base de disposiciones legales claras y entrenamiento adecuado16.  
 
78. En el mismo sentido, esta Corte estima que es imprescindible que los 
agentes del Estado conozcan las disposiciones legales que permiten el uso de las 
armas de fuego y que tengan el entrenamiento adecuado para que en el evento en 
que deban decidir acerca de su uso posean los elementos de juicio para hacerlo. 
Además, los Estados deben limitar al máximo el uso de las fuerzas armadas para el 
control de disturbios internos, puesto que el entrenamiento que reciben está 
dirigido a derrotar al enemigo, y no a la protección y control de civiles, 
entrenamiento que es propio de los entes policiales.  
 
v)  Control adecuado y verificación de la legalidad del uso de la fuerza 
 
79. Del mismo modo, la prohibición general a los agentes del Estado de privar 
de la vida arbitrariamente sería inefectiva, en la práctica, si no existieran 
procedimientos para verificar la legalidad del uso de la fuerza letal ejercida por 
agentes estatales. Una vez que se tenga conocimiento de que sus agentes de 
seguridad han hecho uso de armas de fuego con consecuencias letales, el Estado 
debe iniciar ex officio y sin dilación, una investigación seria, imparcial y efectiva17.  
                                                 
 
14  Cfr. Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios 
Encargados de Hacer Cumplir la Ley, supra nota 130, Principio 11. 

 
15  Cfr. Caso del Caracazo. Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos 
Humanos). Sentencia de 29 de agosto de 2002. Serie C No. 95, párr. 127. 

 
16  Cfr. ECHR, Case of Erdogan and Others v. Turkey, supra nota 129, para. 68; ECHR, Case of 
Kakoulli v. Turkey, supra nota 129, para. 109-110; ECHR, Case of Kilic v. Turkey. Judgment of 28 March 
2000. Application No. 22492/93, para. 62.  

 
17 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 3, párr. 92; Caso de la Masacre de Pueblo Bello, supra 
nota 6, párr. 143 y Caso de la “Masacre de Mapiripán”, supra nota 7, párr. 219. En el mismo sentido, cfr. 
ECHR, Case of Erdogan and Others v. Turkey, supra nota 129, paras. 88-89; ECHR, Case of Kakoulli v. 
Turkey. supra nota 129, paras. 122-123; ECHR, Case of Nachova and others v. Bulgaria [GC]. Judgment 
of 6 July 2005. Application Nos. 43577/98 and 43579/98, paras. 111-112. 

 



 
80. En todo caso de uso de fuerza que haya producido la muerte o lesiones a 
una o más personas corresponde al Estado la obligación de proveer una explicación 
satisfactoria y convincente de lo sucedido y desvirtuar las alegaciones sobre su 
responsabilidad, mediante elementos probatorios adecuados.  
 
81. Asimismo, en este tipo de casos tiene una particular relevancia que las 
autoridades competentes adopten las medidas razonables para asegurar el material 
probatorio necesario para llevar a cabo la investigación18 y que gocen de 
independencia, de jure y de facto, de los funcionarios involucrados en los hechos19. 
Lo anterior requiere no sólo independencia jerárquica o institucional, sino también 
independencia real. 
 
82. Por otro lado, la Corte Europea de Derechos Humanos ha señalado que las 
investigaciones sobre uso excesivo de la fuerza deben estar abiertas al escrutinio 
público con el objeto de asegurar la responsabilidad de los agentes estatales tanto 
en teoría como en la práctica20. Asimismo, dicho Tribunal ha establecido que la 
evaluación sobre el uso de la fuerza que haya implicado la utilización de armas 
debe hacerse sobre todas las circunstancias y el contexto de los hechos, incluyendo 
las acciones de planeación y control de los hechos bajo examen21. 
 
83. En definitiva, cualquier carencia o defecto en la investigación que perjudique 
la eficacia para establecer la causa de la muerte o identificar a los responsables 
materiales o intelectuales, implicará que no se cumpla con la obligación de proteger 
el derecho a la vida22.  
 
84. El Tribunal observa que en el caso sub judice se registraron omisiones 
importantes dentro de la investigación iniciada por las autoridades estatales, 
ocasionadas por la falta colaboración de la fuerza pública y las autoridades 
carcelarias en la recopilación y custodia de pruebas esenciales.[…] 
 
B) De las condiciones de detención en el Retén de Catia 
 
85. El artículo 5 de la Convención consagra uno de los valores más 
fundamentales en una sociedad democrática: el derecho a la integridad personal, 
según el cual “[t]oda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, 
psíquica y moral”, y quedan expresamente prohibidos la tortura y las penas o tratos 
crueles, inhumanos o degradantes. En lo que se refiere a personas privadas de la 

                                                 
18  Cfr. ECHR, Case of Erdogan and Others v. Turkey, supra nota 129, paras. 89; ECHR, Case of 
Kakoulli v. Turkey, supra nota 129, paras. 123; ECHR, Case of Hugh Jordan v. the United Kingdom. 
Judgment of 4 May 2001. Application No. 24746/94, para. 107-108. 

 
19 Cfr. Caso Durand y Ugarte. Sentencia de 16 de agosto de 2000. Serie C No. 68, párrs. 125 y 
126; y ECHR, Case of Nachova and others v. Bulgaria [GC], supra nota 135, para. 112; ECHR, Case of 
Isayeva v. Russia. Judgment of 24 February 2005. Application No. 57950/00, para. 211; ECHR, Case of 
Kelly and Others v. The United Kingdom. Judgment of 4 May 2001. Application No. 30054/96, para. 95. 

 
20  Cfr. ECHR, Case of Isayeva v. Russia, supra nota 137, para. 214; ECHR, Case of Nachova and 
Others v. Bulgaria. Application nos. 43577/98 and 43579/98, para. 119; ECHR, Case of McKerr v. the 
United Kingdom. Judgment of 4 May 2001. Application No. 28883/95, para. 115. 

 
21  Cfr. ECHR, Case of Erdogan and Others v. Turkey. supra nota 129, para. 68; ECHR, Case of 
Makaratzis v. Greece. Judgment of 20 December 2004. Application No. 50385/99, para. 59; ECHR, Case 
of McCann and Others v. United Kingdom. supra nota 129, para. 150. 

 
22 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 3, párr. 97; Caso de la Masacre de Pueblo Bello, supra 
nota 6, párr. 144,y Caso de la “Masacre de Mapiripán”, supra nota 7, párr. 219. 

 



libertad el propio artículo 5.2 de la Convención establece que serán tratadas con el 
respeto debido a la dignidad inherente al ser humano. De conformidad con el 
artículo 27.2 de la Convención este derecho forma parte del núcleo inderogable, 
pues se encuentra consagrado como uno de los que no puede ser suspendido en 
casos de guerra, peligro público u otras amenazas a la independencia o seguridad 
de los Estados Partes23. En tal sentido, los Estados no pueden alegar dificultades 
económicas para justificar condiciones de detención que sean tan pobres que no 
respeten la dignidad inherente del ser humano24. 

 
86. La privación de libertad trae a menudo, como consecuencia ineludible, la 
afectación del goce de otros derechos humanos además del derecho a la libertad 
personal. Esta restricción de derechos, consecuencia de la privación de libertad o 
efecto colateral de la misma, sin embargo, debe limitarse de manera rigurosa25. 
Asimismo, el Estado debe asegurar que la manera y el método de ejecución de la 
medida no someta al detenido a angustias o dificultades que excedan el nivel 
inevitable de sufrimiento intrínseco a la detención, y que, dadas las exigencias 
prácticas del encarcelamiento, su salud y bienestar estén adecuadamente 
asegurados.  
 
87. Por otro lado, el Estado se encuentra en una posición especial de garante 
frente a las personas privadas de libertad, toda vez que las autoridades 
penitenciarias ejercen un fuerte control o dominio sobre las personas que se 
encuentran sujetas a su custodia. De este modo, se produce una relación e 
interacción especial de sujeción entre la persona privada de libertad y el Estado, 
caracterizada por la particular intensidad con que el Estado puede regular sus 
derechos y obligaciones y por las circunstancias propias del encierro, en donde al 
recluso se le impide satisfacer por cuenta propia una serie de necesidades básicas 
que son esenciales para el desarrollo de una vida digna26.  

88. La Corte considera oportuno referirse a algunos de los hechos reconocidos 
por el Estado como violatorios al derecho a la integridad personal de las víctimas 
del presente caso durante su detención en el Retén de Catia. Estos hechos se 
refieren al hacinamiento, los servicios sanitarios y la higiene, y la atención médica 
de los internos. 

 

i) Hacinamiento 

89. De acuerdo a los hechos establecidos (supra párr. 60.7 a 60.15), las 
personas recluidas en el Retén de Catia vivían en condiciones de extremo 
hacinamiento y sobrepoblación. El número exacto de internos al momento de la 
ocurrencia de los hechos del presente caso no se conoce con exactitud, debido, 
inter alia, a la carencia de un registro adecuado en el que se consignen los datos 
básicos de éstos. Sin embargo, las estimaciones señalan que el Retén de Catia 

                                                 
23  Cfr. Caso de la Masacre de Pueblo Bello, supra nota 6, párr. 119. 

 
24  Cfr. ECHR, Case of I.I v Bulgaria. Judgment of 9 June 2005. Application No. 44082/98, 
para. 77; ECHR, Case of Poltoratskiy v. Ukraine. Judgment of 29 April 2003. Application No. 38812/97, 
para. 148. 
 
25  Cfr. Caso López Álvarez. Sentencia de 1 de febrero de 2006. Serie C No. 141, párr. 105; Caso 
“Instituto de Reeducación del Menor”, supra nota 127, párr. 154, y Caso “Cinco Pensionistas”. Sentencia 
de 28 de febrero de 2003. Serie C No. 98, párr. 116 

 
26  Cfr. Caso García Asto y Ramírez Rojas, Sentencia de 25 de noviembre de 2005. Serie C No. 
137, párr. 221; Caso Raxcacó Reyes. Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 133, párr. 95, 
y Caso Fermín Ramírez, Sentencia de 20 de junio de 2005. Serie C No. 126, párr. 118. 

 



contaba con una población carcelaria entre 2286 y 3618 internos, cuando su 
capacidad máxima era 900 reclusos. Es decir, tenía una sobrepoblación carcelaria 
entre 254 y 402 por ciento. El espacio para cada interno era aproximadamente de 
30 centímetros cuadrados. Ciertas celdas destinadas a albergar a los reclusos en la 
noche, a pesar de estar diseñadas para albergar dos personas, albergaban al 
menos seis.  

90. La Corte toma nota de que según el Comité Europeo para la Prevención de la 
Tortura y de las Penas o Tratos Inhumanos o Degradantes (en adelante “el CPT”), 
una prisión sobrepoblada se caracteriza por un alojamiento antihigiénico y 
restringido, con falta de privacidad aun para realizar actividades básicas tales como 
el uso de las facilidades sanitarias; reducidas actividades fuera de la celda debido al 
número de internos que sobrepasan los servicios disponibles; servicios de salud 
sobrecargados; aumento de la tensión en el ambiente y por consiguiente más 
violencia entre los prisioneros y el personal penitenciario.  Este listado es 
meramente enunciativo. Asimismo, el CPT estableció que 7 m2 por cada prisionero 
es un guía aproximada y deseable para una celda de detención27.  Por otro lado, la 
Corte Europea de Derechos Humanos consideró que un espacio de cerca de 2m2 
para un interno es un nivel de hacinamiento que en sí mismo era cuestionable a la 
luz del artículo 3 del Convenio Europeo de Derechos Humanos28 y no podía 
considerarse como un estándar aceptable29, y que una celda de 7 m2 para dos 
internos era un aspecto relevante para determinar una violación de mismo 
artículo30.  En el mismo sentido, la Corte Europea consideró que en una celda de 
16.65 m2 en donde habitaban 10 reclusos constituía una extrema falta de espacio31. 

91. En el presente caso, el espacio de aproximadamente 30 centímetros 
cuadrados por cada recluso es a todas luces inaceptable y constituye en sí mismo 
un trato cruel, inhumano y degradante, contrario a la dignidad inherente del ser 
humano y, por ende, violatorio del artículo 5.2 de la Convención Americana. 

92. De igual forma, dormitorios de gran capacidad como los que existían en el 
Retén de Catia inevitablemente implicaban una falta de privacidad para los presos 
en su vida diaria. Además, el riesgo de intimidación y violencia era alto. Tales 
condiciones de alojamiento son propensas a fomentar el desarrollo de subculturas 
delictivas y a facilitar el mantenimiento de la cohesión de organizaciones criminales. 
También pueden volver extremadamente difícil, si no imposible, el apropiado 
control por parte del personal penitenciario; más específicamente, en caso de 
disturbio, las intervenciones externas que impliquen un uso considerable de fuerza 
son difíciles de evitar. Con tales alojamientos, la apropiada distribución individual 
de presos, basada en una evaluación caso por caso de riesgos y necesidades, 
también llega a ser una práctica casi imposible32. 

 

                                                 
27  Cfr. CPT/Inf (92) 3 [EN], 2nd General Report, 13 April 1992, para. 43. 

 
28  Cfr. ECHR, Case of Kalashnikov v. Russia. Judgment of 15 July 2002. Application No. 47095/99, 
para. 97. 
 
29  Cfr. ECHR, Case of Ostrovar v. Moldova. Judgment of 13 September 2005. Application 
No. 35207/03, para. 82. 

 
30  Cfr. ECHR, Case of Peers v. Greece. Judgment of 19 April 2001. Application No. 28524/95, 
para. 70-72. 

 
31  Cfr. ECHR, Case of Karalevicius v Lithuania. Judgment of 7 April 2005. Application 
No. 53254/99, para. 36 
 
32  Cfr. CPT/Inf (2001) 16, 11th General Report, para. 29.  

 



93. La Corte estima que las celdas de castigo o de aislamiento a las que eran 
enviados algunos internos en el Retén de Catia eran deplorables y reducidas.  

 
94. La Corte considera que las celdas de aislamiento o castigo sólo deben usarse 
como medidas disciplinarias o para la protección de las personas33 por el tiempo 
estrictamente necesario y en estricta aplicación de los criterios de racionalidad, 
necesidad y legalidad. Estos lugares deben cumplir con las características mínimas 
de habitabilidad, espacio y ventilación, y solo pueden ser aplicadas cuando un 
médico certifique que el interno puede soportarlas34. La Corte recalca que es 
prohibido el encierro en celda oscura35 y la incomunicación.36 A tal efecto, el Comité 
contra la Tortura de Naciones Unidas señaló que celdas de aislamiento de 60 x 80 
centímetros, en las que no hay luz ni ventilación y sólo se puede estar en ellas de 
pié o agachado “constituyen en sí mismas una forma de instrumento de tortura”37. 

 
ii) Servicios sanitarios e higiene 
 
[…] 
 
97. Este Tribunal considera que las malas condiciones físicas y sanitarias de los 
lugares de detención, así como la falta de luz y ventilación adecuadas, pueden ser 
en sí mismas violatorias del artículo 5 de la Convención Americana, dependiendo de 
la intensidad de las mismas, su duración y las características personales de quien 
las sufre, pues pueden causar sufrimientos de una intensidad que exceda el límite 
inevitable de sufrimiento que acarrea la detención, y porque conllevan sentimientos 
de humillación e inferioridad. 
 
98. En este sentido, la Corte Europea estimó que el hecho de que una persona 
hubiera sido obligado a vivir, dormir y hacer uso del sanitario conjuntamente con 
un gran número de internos era en sí mismo suficiente para considerarlo como un 
trato degradante38. 
 
[…] 
 
iii)  Atención médica 
 
                                                 
33  Cfr. ECHR, Case of Mathew v. The Netherlands. Judgment of 29 September 2005. Application 
No. 24919/03, para. 199. 

 

34  Cfr.  Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos. Adoptadas por el Primer Congreso de 
las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en Ginebra en 
1955, y aprobadas por el Consejo Económico y Social en sus resoluciones 663C (XXIV) de 31 de julio de 
1957 y 2076 (LXII) de 13 de mayo de 1977, artículo 32.1. 

 
35  Cfr. Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos, supra nota 152, artículo 31. 
 
36  Cfr. Caso García Asto y Ramírez Rojas, supra nota 144, párr. 221; Caso Raxcacó Reyes, supra 
nota 144, párr. 95, y Caso Fermín Ramírez, supra nota 144, párr. 118.  
 
37  Cfr. Informe del Comité contra la Tortura sobre Turquía, Naciones Unidas, Cuadragésimo octavo 
Periodo de Sesiones, (A/48/44/Add.1), 1994, párr. 52.  

 
 
38  Cfr. Cfr. ECHR, Case of Khudoyorov v. Russia. Judgment of 8 November 2005, Application 
No. 6847/02, para. 107; ECHR, Case of Karalevicius v Lithuania. supra nota 149, para. 39; ECHR, Case 
of I.I v Bulgaria. supra nota 142, para. 73. 

 



101. Entre los hechos aceptados por el Estado se cuenta que los servicios de 
asistencia médica a los cuales tenían acceso los internos del Retén de Catia no 
cumplían los estándares mínimos. Varios de los internos heridos a consecuencia de 
los sucesos ocurridos entre el 27 y el 29 de noviembre de 1992 permanecieron sin 
atención médica y medicación adecuadas (supra párr. 60.21). Asimismo, los 
internos enfermos no eran debidamente tratados. 

 
102. Este Tribunal ha señalado que la falta de atención médica adecuada no 
satisface los requisitos materiales mínimos de un tratamiento digno conforme a la 
condición de ser humano en el sentido del artículo 5 de la Convención Americana39. 
El Estado tiene el deber de proporcionar a los detenidos revisión médica regular y 
atención y tratamiento adecuados cuando así se requiera. A su vez, el Estado debe 
permitir y facilitar que los detenidos sean atendidos por un facultativo elegido por 
ellos mismos o por quienes ejercen su representación o custodia legal40, sin que 
esto signifique que existe una obligación de cumplir con todos los deseos y 
preferencias de la persona privada de libertad en cuanto a atención médica, sino 
con aquellas verdaderamente necesarias conforme a su situación real. La atención 
por parte de un médico que no tenga vínculos con las autoridades penitenciarias o 
de detención es una importante salvaguardia en contra de la tortura y malos tratos, 
físicos o mentales, de los prisioneros41. 
 
103. La falta de atención médica adecuada podría considerarse en sí misma 
violatoria del artículo 5.1 y 5.2 de la Convención dependiendo de las circunstancias 
concretas de la persona en particular, el tipo de dolencia que padece, el lapso 
transcurrido sin atención y sus efectos acumulativos.  
 

* 
 
104. En vista de todo lo anterior, y teniendo en cuenta el allanamiento efectuado 
por el Estado (supra párr. 26), la Corte considera que éste violó los derechos 
consagrados en los artículos 4.1 (Derecho a la Vida), y 5.1, 5.2 y 5.4 (Derecho a la 
Integridad Personal) de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de 
la misma, en perjuicio de las 37 víctimas señaladas en el párrafo 60.26 de la 
presente Sentencia, por el uso desproporcionado de la fuerza que sufrieron, por las 
condiciones de detención a las que fueron sometidas durante el tiempo de reclusión 
en el Retén de Catia, y por la falta de clasificación entre procesados y condenados. 
Asimismo, este Tribunal considera que el Estado violó el artículo 5.1 de la 
Convención, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de los 
familiares de las víctimas, quienes se encuentran individualizados en el párrafo 
60.26 de la presente Sentencia, por los sufrimientos que padecieron por el 
fallecimiento de sus seres queridos, que se vieron agravados por la falta de 
información de las autoridades estatales acerca de lo sucedido, y la denegación de 
justicia (supra párr. 60.36). 
 

                                                 
 
39 Cfr. Caso García Asto y Ramírez Rojas vs. Perú, supra nota 144, párr. 226. 
 
40 Cfr. Caso García Asto y Ramírez Rojas vs. Perú, supra nota 144, párr. 227; Caso De la Cruz 
Flores. Sentencia de 18 de noviembre de 2004. Serie C No. 115, párr. 122, y Caso Tibi. Sentencia de 7 
de septiembre de 2004. Serie C No. 114, párr. 157. En igual sentido, Conjunto de Principios para la 
Protección de Todas las Personas Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión, Adoptado por la 
Asamblea General en su resolución 43/173, de 9 de diciembre de 1988, Principio 24. 

 
41  Cfr. ECHR, Case of Mathew v. The Netherlands, supra nota 151, para. 187. 

 



IX 
VIOLACIÓN DE LOS ARTÍCULOS 8 (GARANTÍAS JUDICIALES) Y 25 (PROTECCIÓN 

JUDICIAL) DE LA CONVENCIÓN AMERICANA, EN RELACIÓN CON EL ARTÍCULO 1.1 DE LA 
MISMA 

 
[…] 
 
108. En el presente caso, el Estado reconoció que los hechos acaecidos en el 
Retén de Catia que se analizan en esta Sentencia no fueron debidamente 
investigados, que los cuerpos de seguridad involucrados en tales hechos han 
mostrado una falta de colaboración en las investigaciones, y que el proceso a 
sufrido una excesiva demora de más de 13 años. […] 
 
109. En virtud de lo anterior y tomando en cuenta el allanamiento efectuado por 
el Estado, el Tribunal considera que el Estado violó los artículos 8 y 25 de la 
Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de 
los familiares de las víctimas que se individualizan en el párrafo 60.26 de esta 
Sentencia. 
 

X 
INCUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 2 (DEBER DE ADOPTAR 

DISPOSICIONES DE DERECHO INTERNO) DE LA CONVENCIÓN AMERICANA 
 

[…] 
 
111. Según fuera denunciado por la Comisión y los representantes, y aceptado 
por el Estado, Venezuela no compatibilizó su legislación nacional con la Convención 
Americana, al no suprimir las disposiciones que atribuían a los tribunales militares 
competencia para investigar violaciones a derechos humanos, y por no haber 
desarrollado políticas tendientes a reformar el sistema penitenciario para 
profesionalizarlo, con el fin de garantizar la seguridad en dichos establecimientos.  
 
112. Al respecto, el Tribunal nota y valora que el Estado haya realizado esfuerzos 
orientados a subsanar esta omisión. En especial, el Estado señaló que 

 
en la actualidad se están desarrollando [p]olíticas [p]úblicas en pro de 
mejorar la situación penitenciaria, destacando el Decreto de 
Emergencia Carcelaria, el Plan de Humanización de las Cárceles y la 
promoción y divulgación a través de talleres de los [d]erechos 
[h]umanos de las personas privadas de libertad. […] 

 
113. Sin embargo, esta Corte nota que los hechos del presente caso ocurrieron 
antes de los esfuerzos realizados por el Estado, por lo cual considera que éste 
incumplió con la obligación impuesta por el artículo 2 de la Convención Americana. 
 

XI 
REPARACIONES 

(APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 63.1 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA) 
 

[…] 
 

D)  OTRAS FORMAS DE REPARACIÓN 
(Medidas de satisfacción y garantías de no repetición) 

 
[…] 
 

 



b) Ubicación y entrega de los cuerpos de José León Ayala Gualdrón y 
Edgar José Peña Marín a sus familiares  

 
142. Los familiares de José León Ayala Gualdrón y Edgar José Peña Marín no han 
recibido los cuerpos de éstos, por lo que este Tribunal dispone que el Estado debe 
realizar inmediatamente todas las actuaciones necesarias y adecuadas para 
garantizar de manera efectiva la entrega, en un plazo razonable, de los cuerpos de 
las dos víctimas a sus familiares, permitiéndoles así darles la sepultura que ellos 
desean de acuerdo con sus creencias. El Estado deberá cubrir todos los gastos de 
entrega de los cuerpos de las dos víctimas a sus familiares así como los gastos de 
entierro en los que ellos puedan incurrir.  
 

c) Adoptar medidas de carácter legislativo, político, administrativo y 
económico 

 

143. El Estado debe prevenir la recurrencia de violaciones a los derechos 
humanos como las ocurridas y, por eso, adoptar todas las medidas legales, 
administrativas y de otra índole que fueran necesarias para evitar que hechos 
similares vuelvan a ocurrir en el futuro, en cumplimiento de sus deberes de 
prevención y garantía de los derechos fundamentales reconocidos por la 
Convención Americana. 

 

144. En especial el Estado debe adecuar, en un plazo razonable, su legislación 
interna a la Convención Americana, de tal suerte que a) incorpore adecuadamente 
los estándares internacionales sobre uso de la fuerza por los funcionarios 
encargados de aplicar la ley, dichos estándares deberán contener las 
especificaciones señaladas en el párrafo 75 de la presente Sentencia; b) ponga en 
funcionamiento un cuerpo de vigilancia penitenciaria eminentemente de carácter 
civil; c) garantice un procedimiento o mecanismo eficaz, ante un organismo 
competente, imparcial e independiente, para la verificación e investigación de las 
quejas que sobre violaciones de los derechos humanos presenten las personas 
privadas de libertad, en particular sobre la legalidad del uso de la fuerza letal 
ejercida por agentes estatales; d) garantice que las investigaciones por hechos 
constitutivos de violaciones de derechos humanos sean adelantadas por fiscales y 
jueces ordinarios y no por fiscales y jueces militares. 

 
d)  Adecuación de las condiciones carcelarias a los estándares 

internacionales 

145. Como lo ha dispuesto la Corte en otros casos42 y a título de garantía de no 
repetición, el Estado debe adoptar, dentro de un plazo razonable, las medidas 
necesarias para que las condiciones de las cárceles se adecuen a los estándares 
internacionales relativos a esta materia.  
 
146. En particular, el Estado debe asegurar que toda persona privada de su 
libertad viva en condiciones compatibles con su dignidad humana, entre las que se 
encuentren, inter alia: a) un espacio lo suficientemente amplio para pasar la noche; 
b) celdas ventiladas y con acceso a luz natural; c) acceso a sanitarios y duchas 
limpias y con suficiente privacidad; d) alimentación y atención en salud adecuadas, 

                                                 
42  Cfr. Caso Raxcacó Reyes, supra nota 144, párr. 134; Caso Fermín Ramírez, supra nota 144, 
párr. 130; Caso Caesar. Sentencia 11 de marzo 2005. Serie C No. 123, párr. 134, y Caso Lori Berenson 
Mejía. Sentencia de 25 de noviembre de 2004. Serie C No. 119, párr. 241.  

 



oportunas y suficientes, y e) acceso a medidas educativas, laborales y de cualquier 
otra índole esenciales para la reforma y readaptación social de los internos.  
 
[…] 
 

X 
PUNTOS RESOLUTIVOS 

 
 
160. Por tanto,  
 
 
LA CORTE,  
 
 
DECIDE, 
 
 
Por unanimidad, 
 
 
1. Admitir el reconocimiento de responsabilidad internacional efectuado por el 
Estado por la violación de los derechos consagrados en los artículos 4.1 (Derecho a 
la Vida), y 5.1, 5.2 y 5.4 (Derecho a la Integridad Personal) de la Convención 
Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de las 37 
personas señaladas en el párrafo 60.26 de la presente Sentencia, en los términos 
del párrafo 52 de la misma. 
 
 
2. Admitir el reconocimiento de responsabilidad realizado por el Estado por la 
violación de los derechos consagrados en los artículos 5.1 (Derecho a la Integridad 
Personal), 8.1 (Garantías Judiciales) y 25 (Protección Judicial) de la Convención 
Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de los 
familiares de las víctimas, quienes se encuentran individualizados en el párrafo 
60.26 de esta Sentencia, en los términos del párrafo 53 de la misma. 
 
 
3. Admitir el reconocimiento de responsabilidad realizado por el Estado por el 
incumplimiento de la obligación impuesta por el artículo 2 de la Convención 
Americana, en los términos del párrafo 54 de la presente Sentencia.  
 
 
4.  Declarar que el Estado ha renunciado a la excepción preliminar interpuesta, 
de conformidad con el párrafo 50 de la presente Sentencia. 
 
 
DECLARA,  
 
 
Por unanimidad, que  
 
 
5. El Estado violó los derechos consagrados en los artículos 4 (Derecho a la 
Vida), 5.1, 5.2 y 5.4 (Derecho a la Integridad Personal), 8 (Garantías Judiciales) y 
25 (Protección Judicial) de la Convención Americana, e incumplió las obligaciones 
generales contenidas en los artículos 1.1 y 2 de la misma, en perjuicio de las 



personas individualizadas en el párrafo 60.26, en los términos de los párrafos 104, 
109 y 113 de esta Sentencia. 
 
 
6. Esta Sentencia constituye per se una forma de reparación, en los términos 
del párrafo 131 de la misma. 
 
 
Y DISPONE,  
 
 
Por unanimidad, que: 
 
7. El Estado debe emprender, con plena observancia de las garantías judiciales 
y en un plazo razonable, todas las acciones necesarias para identificar, juzgar y 
sancionar a todos los responsables de las violaciones cometidas en perjuicio de las 
víctimas del presente caso, en los términos de los párrafos 137 a 141 de esta 
Sentencia. 
 
8. El Estado debe realizar inmediatamente todas las actuaciones necesarias y 
adecuadas para garantizar de manera efectiva la ubicación y entrega, en un plazo 
razonable, de los cuerpos de José León Ayala Gualdrón y Edgar José Peña Marín, en 
los términos del párrafo 142 de esta Sentencia. 
 
9.  El Estado debe adecuar, en un plazo razonable, su legislación interna a los 
términos de la Convención Americana, en los términos de los párrafos 143 y 144 de 
esta Sentencia. 
 
10.  El Estado debe adoptar, dentro de un plazo razonable, las medidas 
necesarias para que las condiciones de las cárceles se adecuen a los estándares 
internacionales relativos a esta materia, en los términos de los párrafos 145 y 146 
de esta Sentencia. 
 
11. El Estado debe entrenar y capacitar adecuadamente a los miembros de los 
cuerpos de seguridad para garantizar efectivamente el derecho a la vida, y evitar el 
uso desproporcionado de la fuerza. Asimismo, el Estado debe diseñar e 
implementar un programa de capacitación sobre derechos humanos y estándares 
internacionales en materia de personas privadas de la libertad, dirigido a agentes 
policiales y penitenciarios, en los términos de los párrafos 147 a 149 de la presente 
Sentencia. 
 
12. El Estado debe realizar, en el plazo de seis meses, contado a partir de la 
notificación de la presente Sentencia, un acto de reconocimiento de responsabilidad 
internacional y disculpa pública, en relación con las violaciones declaradas en la 
misma, en los términos del párrafo 150 de la presente Sentencia. 
 
13. El Estado debe publicar, en el plazo de seis meses, contado a partir de la 
notificación de la presente Sentencia, en el Diario Oficial y en otro diario de amplia 
circulación nacional, por una sola vez, el capítulo relativo a los hechos establecidos 
de esta Sentencia, sin las notas al pie de página correspondientes, y la parte 
resolutiva de la misma.  
 
14. El Estado debe realizar los pagos de las indemnizaciones por concepto de 
daño material e inmaterial, así como el reintegro de costas y gastos en el plazo de 
un año, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia. 
 



15. Supervisará el cumplimiento íntegro de esta Sentencia, y dará por concluido 
el presente caso una vez que el Estado haya dado cabal cumplimiento a lo 
dispuesto en la misma. Dentro del plazo de un año, contado a partir de la 
notificación de esta Sentencia, el Estado deberá rendir a la Corte un informe sobre 
las medidas adoptadas para darle cumplimiento. 
 
Redactada en español y en inglés, haciendo fe el texto en español, en San José, 
Costa Rica, el día 5 de julio de 2006. 
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